
 
 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., treinta (30) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  : 11001-33-42-057-2018-00363-00                            
Demandante  : JAIME CUCA SUÁREZ  
Demandado  : INSTITUTO DISTRITAL DE RECREACIÓN Y 

DEPORTE IDRD    
 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Cita Audiencia 
de Conciliación 

 

Mediante sentencia de primera instancia, proferida el 20 de febrero de 2020, 

este Despacho accedió a las pretensiones de la demanda, decisión que fue 

notificada a través de mensaje al buzón electrónico, el 21 de febrero de 2020, 

de conformidad con el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011. 

 

La parte demandada interpuso recurso de apelación contra la sentencia de 

primera instancia, que sustentó a través de memorial radicado el 28 de febrero 

2020. 

 

De conformidad con lo previsto en el inciso cuarto del artículo 192 de la Ley 

1437 de 2011, previo a decidir sobre la concesión del recurso es procedente 

citar a las partes a audiencia de conciliación, diligencia de obligatoria 

asistencia, so pena de declarar desierto el recurso si el apelante no asiste. 

 

Asimismo, la entidad accionada deberá comparecer con el concepto previo del 

Comité de Conciliación y Defensa Judicial, de conformidad con lo indicado por el 

Decreto 1716 de 2009. 

  

Para tal fin se remitirá a los correos electrónicos de las partes la citación a 

audiencia a través de la plataforma virtual de Microsoft Teems.  
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2018-00363-00 

Demandante: Jaime Cuca Suárez   
Demandado: Instituto Distrital de Recreación y Deporte-IDRD    

 
. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. FIJAR el día diez (10) de noviembre de 2020, a las once de la 

mañana (11:00 a.m.), como fecha y hora para la celebración de la audiencia 

de conciliación de que trata el inciso cuarto del artículo 192 de la ley 1437 de 

2011, dentro del proceso de la referencia, la cual se realizará a través de la 

plataforma virtual de Microsoft Teems. 

 

SEGUNDO. PREVENIR a las partes sobre el carácter obligatorio de la 

asistencia a la audiencia de conciliación, y ADVERTIR que si el apelante no 

asiste a la diligencia, el recurso será declarado desierto. 

 

TERCERO. ADVERTIR a la entidad accionada el deber de comparecer a la 

citada Audiencia con el concepto previo del Comité de Conciliación y Defensa 

Judicial, de conformidad con lo indicado por el Decreto 1716 de 2009. 

 
 
 
 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
KGO 

 
 

 
 
 
 
 

03/11/2020 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2018-00363-00 

Demandante: Jaime Cuca Suárez   
Demandado: Instituto Distrital de Recreación y Deporte-IDRD    

 
. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 



 
 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., treinta (30) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  : 11001-33-42-057-2019-00026-00                            
Demandante  : IVONNI MARITZA CARVAJAL SEGURA 
Demandado  : NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA 

NACIONAL - DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA 
POLICÍA NACIONAL 

 
 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Cita Audiencia 
de Conciliación 

 

Mediante sentencia de primera instancia, proferida el 11 de mayo de 2020, 

este Despacho accedió a las pretensiones de la demanda, decisión que fue 

notificada a través de mensaje al buzón electrónico, el 12 de mayo de 2020, 

de conformidad con el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011. 

 

La parte demandada interpuso recurso de apelación contra la sentencia de 

primera instancia, que sustentó a través de memorial radicado el 2 de julio 

2020. 

 

De conformidad con lo previsto en el inciso cuarto del artículo 192 de la Ley 

1437 de 2011, previo a decidir sobre la concesión del recurso es procedente 

citar a las partes a audiencia de conciliación, diligencia de obligatoria 

asistencia, so pena de declarar desierto el recurso si el apelante no asiste. 

 

Asimismo, la entidad accionada deberá comparecer con el concepto previo del 

Comité de Conciliación y Defensa Judicial, de conformidad con lo indicado por el 

Decreto 1716 de 2009. 

  

Para tal fin se remitirá a los correos electrónicos de las partes la citación a 

audiencia a través de la plataforma virtual de Microsoft Teems.  
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2019-00026-00 

Demandante: Ivonni Maritza Carvajal Segura 
Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-Dirección de Sanidad de la Policía Nacional 

 
 
. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. FIJAR el día jueves diez (10) de noviembre de 2020, a las once y 

treinta de la mañana (11:30 a.m.), como fecha y hora para la celebración de la 

audiencia de conciliación de que trata el inciso cuarto del artículo 192 de la ley 

1437 de 2011, dentro del proceso de la referencia, la cual se realizará a través 

de la plataforma virtual de Microsoft Teems. 

 

SEGUNDO. PREVENIR a las partes sobre el carácter obligatorio de la 

asistencia a la audiencia de conciliación, y ADVERTIR que si el apelante no 

asiste a la diligencia, el recurso será declarado desierto. 

 

TERCERO. ADVERTIR a la entidad accionada el deber de comparecer a la 

citada Audiencia con el concepto previo del Comité de Conciliación y Defensa 

Judicial, de conformidad con lo indicado por el Decreto 1716 de 2009. 

 
 
 
 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
KGO 

 
 

 
 
 
 
 

03/11/2020 



 
3 

 
Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2019-00026-00 

Demandante: Ivonni Maritza Carvajal Segura 
Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-Dirección de Sanidad de la Policía Nacional 

 
 
. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., treinta (30) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente núm. :  11001-33-42-057-2019-00328-00 
Accionante          :   JAVIER ANDRÉS CONTRERAS MORENO 
Accionado           : 

 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - FUERZA 
AÉREA COLOMBIANA 

 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 – Convoca 
Audiencia Inicial 

 
 

Una vez vencido el término de traslado de las excepciones a la parte actora, procede 

el Despacho a señalar fecha y hora para llevar a cabo la audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, la cual se realizará el día miércoles 

once (11) de noviembre de 2020, a las ocho y treinta de la mañana (8:30 am.) a 

través de la plataforma virtual Microsoft Teams, de conformidad con lo establecido 

por el Consejo Superior de la Judicatura, en virtud de la coyuntura social ocasionada 

por la pandemia Covid-19. 

 

En su debida oportunidad se les remitirá a las partes, a través del correo electrónico 

de notificaciones, el link respectivo para el ingreso a la reunión y los protocolos para 

su comparecencia. 

 

Adviértase a los apoderados que su asistencia a la audiencia programada es 

obligatoria, so pena de incurrir en la sanción de dos (2) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, al tenor del numeral 4 del referido artículo 180.  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

  

RESUELVE: 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2019-00328-00                            
Demandante: Javier Andrés Contreras Moreno 

Demandada: Nación - Ministerio de Defensa - Fuerza Aérea Colombiana  
 
 

1. FIJAR el día miércoles once (11) de noviembre de 2020, a las ocho y treinta 

minutos de la mañana (8:30 a.m.) para la celebración de la audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 de la ley 1437 de 2011, dentro del presente proceso. 

 

2. ADVERTIR a los apoderados de las partes sobre el carácter obligatorio de su 

asistencia a la audiencia programada, so pena de las consecuencias previstas en el 

numeral 4 del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.  

 

3. ADVERTIR a la entidad accionada el deber de comparecer a la citada Audiencia 

con el concepto previo del Comité de Conciliación y Defensa Judicial, de conformidad 

con lo indicado por el Decreto 1716 de 2009.  

 

4. RECONOCER personería a la abogada JEYMY MARIETH ACEVEDO CRUZ, 

identificada con la c.c. No. 52.325.564 de Bogotá y portadora de la T.P.  No. 141.907 

del C.S.J., para actuar dentro del proceso como apoderada de la Nación - Ministerio 

de Defensa – Fuerza Aérea Colombiana en los términos y para los efectos del poder 

conferido que fue allegado con el escrito de contestación. 

 
Notifíquese y cúmplase 

 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

PESR 

 
  

 

 

 

03/11/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., treinta (30) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente núm. :  11001-33-42-057-2019-00358-00 
Accionante          :   FÉLIX AUGUSTO PARDO RODRÍGUEZ 
Accionado           : 

 
FONDO DE PRESTACIONES ECONÓMICAS, 
CESANTÍAS Y PENSIONES - FONCEP 

 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 – Convoca 
Audiencia Inicial 

 
 

Una vez vencido el término de traslado de las excepciones a la parte actora, procede 

el Despacho a señalar fecha y hora para llevar a cabo la audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, la cual se realizará el día miércoles 

once (11) de noviembre de 2020, a las dos de la tarde (2:00 p.m.) a través de la 

plataforma virtual Microsoft Teams, de conformidad con lo establecido por el 

Consejo Superior de la Judicatura, en virtud de la coyuntura social ocasionada por 

la pandemia Covid-19. 

 

En su debida oportunidad se les remitirá a las partes, a través del correo electrónico 

de notificaciones, el link respectivo para el ingreso a la reunión y los protocolos para 

su comparecencia. 

 

Adviértase a los apoderados que su asistencia a la audiencia programada es 

obligatoria, so pena de incurrir en la sanción de dos (2) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, al tenor del numeral 4 del referido artículo 180.  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

  

RESUELVE: 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2019-00358-00                            
Demandante: Félix Augusto Pardo Rodríguez 

Demandada: Fondo de Prestaciones Económicas, Cesantías y Pensiones - FONCEP  
 
 

1. FIJAR el día miércoles once (11) de noviembre de 2020, a las dos de la tarde 

(2:00 p.m.) para la celebración de la audiencia inicial de que trata el artículo 180 de 

la ley 1437 de 2011, dentro del presente proceso. 

 

2. ADVERTIR a los apoderados de las partes sobre el carácter obligatorio de su 

asistencia a la audiencia programada, so pena de las consecuencias previstas en el 

numeral 4 del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.  

 

3. ADVERTIR a la entidad accionada el deber de comparecer a la citada Audiencia 

con el concepto previo del Comité de Conciliación y Defensa Judicial, de conformidad 

con lo indicado por el Decreto 1716 de 2009.  

 

4. RECONOCER personería al abogado HUGO ORLANDO AZUERO GUERRERO, 

identificado con la c.c. No. 19.258.352 de Bogotá y portador de la T.P.  No. 22.391 

del C.S.J., para actuar dentro del proceso como apoderado del Fondo de 

Prestaciones Económicas, Cesantías y Pensiones - FONCEP en los términos y para 

los efectos del poder conferido que fue allegado con el escrito de contestación. 

 
Notifíquese y cúmplase 

 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

PESR 

 
  

 

 

 

03/11/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., treinta (30) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente num.    : 11001-33-42-057-2020-00234-00                            
Demandant             : JUAN CARLOS CORTES QUINTERO  
Demandado            : NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA 

NACIONAL Y CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 
DE LA POLICÍA NACIONAL - CASUR  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Rechaza 
demanda 

 

Mediante auto del 14 de septiembre de 2020, el Despacho inadmitió la 

demanda y concedió el término de diez (10) días, para que conforme lo 

preceptuado en el artículo 170 del CPACA, la parte actora subsanara los 

yerros advertidos en la mencionada providencia, esto es, que allegara 

certificación del último lugar de prestación de servicios, individualizara y 

ajustara las pretensiones, aportara poder indicando los actos demandados, 

copia íntegra del Oficio E-00046-201816203-CASUR Id: 349629 del 15 de 

agosto de 2018, y acreditara el envío por medio electrónico de copia de la 

demanda y de sus anexos a los demandados, de acuerdo con lo establecido 

en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

En consecuencia, el Despacho observa que el apoderado de la parte actora, 

corrigió la demanda, frente a acreditar el último lugar de prestación de 

servicios, y allegar copia íntegra del Oficio E-00046-201816203-CASUR Id: 

349629 del 15 de agosto de 2018. 

 

No obstante, se evidencia que la demanda de nulidad y restablecimiento del 

derecho no se subsanó en su totalidad, pues el apoderado de la parte actora 

no lo hizo en el sentido de individualizar y ajustar las pretensiones, toda vez, 

que los actos demandados no son susceptibles de control judicial, no aportó 

poder indicando los actos demandados, ni acreditó el envío por medio 
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Rad. núm. 11001-33-42-057-2020-00234-00 
     Demandante: Juan Carlos Cortes Quintero  

Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional y Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 
Nacional-CASUR  

 

 

electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

Así las cosas, al no haberse subsanado en debida forma los yerros indicados 

en la providencia del 13 de septiembre de 2019, de conformidad con el numeral 

2 del artículo 169 de la Ley 1437 de 2011, se rechazará la demanda. 

 

En consecuencia, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. Rechazar la demanda que en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho presentó el señor Juan Carlos Cortes 

Quintero contra la Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional y Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, con fundamento en 

el numeral 2 del artículo 169 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEGUNDO. En firme la presente decisión, devuélvase los anexos al 

interesado sin necesidad de desglose y archívese el expediente, previas las 

anotaciones en el sistema. 

 

TERCERO. Por Secretaría, dése cumplimiento a lo aquí ordenado. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
KGO 

 

03/11/2020 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., treinta (30) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00273-00                            

Convocante  : LUZ ENITH ORTEGA VALIENTE   

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                               . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a resolver sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 136 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre LUZ ENITH ORTEGA VALIENTE  y la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, concerniente a la 

reliquidación de su asignación de retiro con el reajuste de las primas de servicios, 

vacaciones y navidad, así como el subsidio de alimentación, como partidas 

computables, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 del Decreto 4433 de 

2004 y la Ley 923 de 2004, en armonía con los literales a), b) y c) del artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 
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Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
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i) Mediante la Resolución núm. 8681 de octubre de 2014, la Caja de Sueldos de Retiro 

de la Policía Nacional CASUR, reconoció a la Intendente (r) LUZ ENITH ORTEGA 

VALIENTE, asignación mensual de retiro en cuantía equivalente al 77%. 

 

ii) Desde el mes de enero de 2015 se evidenció que las partidas computables de 

duodécimas de la prima de navidad, servicios, vacaciones y subsidio de alimentación, 

no habían sufrido variación alguna y solo fueron incrementados el sueldo básico y la 

prima de retorno a la experiencia. 

 

iii)  El 6 de marzo de 2020, la convocante, actuando a través de apoderado, solicitó 

ante CASUR la liquidación y pago, a partir del año 2015, de valores retroactivos 

resultantes de las diferencias dejadas de percibir por concepto del incremento 

porcentual realizado de las partidas computables de duodécima de las primas de 

navidad de servicios, de vacaciones y subsidio de alimentación acorde con los 

Decretos 4433 de 2004 y 1558 de 2012. 

 

iv) Mediante acto  administrativo  No. 560500 de 28 de abril de 2020, CASUR dio 

respuesta a la petición anterior manifestando que no sería atendida favorablemente 

por vía administrativa.  

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Cédula de ciudadanía de la convocante (fl. 12) 

 

- Poder especial conferido por el convocante con la facultad expresa para conciliar 

(fl. 10). 

 

- Resolución No. 8681 de 8 de octubre de 2014 expedida por el Director de la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció a la 

convocante la asignación de retiro con efectos fiscales a partir del 5 de noviembre 

de 2014, en cuantía equivalente al 77% del sueldo básico de actividad para el grado 

y las partidas legalmente computables (fls. 26 y 27). 

 

- Liquidación de la asignación de retiro de fecha 23 de septiembre de 2014 (fl.30). 
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Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
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- Desprendibles de nómina de los años 2016 a 2019 (fs. 28 y 29). 

 

- Reclamación administrativa presentada el 6 de marzo de 2020 por la convocante, 

a través de apoderado  judicial, ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional – CASUR, tendiente a obtener la  reliquidación de su asignación de retiro 

por omisión del principio de oscilación en las partidas computables de primas de 

servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación (fls. 14 a 17). 

 
- Oficio con radicado No. 20201200-010108011  Id: 560500 del 28 de abril de 2020, 

por el cual CASUR se pronunció sobre la reclamación de la convocante, invitándola 

a conciliar los reajustes solicitados (fls. 20 a 25).  

 
- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación para surtir el requisito de procedibilidad exigido previo el 

trámite del proceso contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho para el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de la asignación de retiro de la 

convocante. 

 

- Hoja de servicios No. 45489387 correspondiente a la convocante LUZ ENITH 

ORTEGA VALIENTE, expedida por la Dirección de Talento Humano de la Policía 

Nacional el 10 de septiembre de 2014 (fl. 13). 

 

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el acta de 25 de septiembre de 2020 ante la Procuraduría  136  Judicial II 

en Asuntos Administrativos de Bogotá, y se concretó en los siguientes términos: 

 

“““El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 37 del 11 de SEPTIEMBRE de 2020 
consideró: En el caso de la señora IT (r) LUZ ENITH ORTEGA VALIENTE, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 45.489.387, al Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le asiste ánimo conciliatorio de conformidad a lo 
establecido por este Cuerpo Colegiado en Acta 16 del 16 de enero de 2020, en cuanto al reajuste 
de las partidas computables de la asignación mensual de retiro denominadas subsidio de 
alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los 
siguientes parámetros: 1. Se reconocerá el 100% del capital. 2. Se conciliará el 75% de la 
indexación 3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de cobro 
con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá lugar al pago de 
intereses. 4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional correspondiente. 
En razón a lo anterior se realizará el reajuste a las partidas denominadas subsidio de alimentación 
y doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones a partir del primer reajuste 
realizado por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, pero pagando a partir del 06 de 
marzo de 2017 dando aplicación a la prescripción trienal contenida en el Decreto 4433 de 2004 
en su artículo 43, tomando como fecha de inicio la petición radicada en la Entidad el día 06 de 
marzo de 2020. En los anteriores términos al Comité de Conciliación y Defensa Jurídica de la 
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Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el presente asunto le asiste 
ánimo conciliatorio.”. 
 
 (…) valor a pagar 3.314.393 (…)”  

 

 
Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó la certificación expedida 

por la Secretaría  Técnica del Comité de Conciliación de CASUR, y la liquidación con 

la que se concretó la propuesta económica en la suma de $3.314.393.oo. 

 
Oída la intervención de la entidad convocada, el convocante LUZ ENITH ORTEGA 

VALIENTE, quien concurrió a través de apoderado judicial con facultad expresa para 

conciliar, manifestó la aceptación en los siguientes términos: 

 

“-Una vez vista la propuesta expuesta por CASUR, en atención que tenemos ánimo conciliatorio, 
la aceptamos de manera total e integra.” 

 

El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 136 Judicial II para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 25 de septiembre de 2020, entre LUZ ENITH ORTEGA VALIENTE y 

la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 

 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 
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campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante, ni 

hacen tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el 

Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial 

respectiva, al tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad , los pronunciamientos del Consejo de Estado1 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 

En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

Se encuentra demostrado que la convocante LUZ ENITH ORTEGA VALIENTE fue 

debidamente representada por apoderado judicial con poder expreso para conciliar, 

como se desprende del poder que reposa dentro la actuación. 

 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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A su vez, la entidad convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR  compareció a través de la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (Claudia Cecilia 

Chauta Rodríguez) y de su apoderado judicial, ambos con expresas facultades para 

conciliar. Adicionalmente se contaba con el concepto positivo del Comité de 

Conciliación de la entidad. 

 
En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 
concerniente a la debida representación de las partes. 
 

3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

En el trámite de la conciliación se acreditó que la convocante prestó sus servicios 

como integrante de la Policía Nacional, siendo su empleo el de Intendente  del  Nivel 

Ejecutivo con ubicación laboral en el Grupo de Talento Humano DINAE– Bogotá- 

por lo que es dable concluir que la Procuraduría 136 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, tenía competencia para adelantar la conciliación en 

referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 el cual fue modificado por el artículo 

70 de la Ley 446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita 

a los aspectos de contenido económico en lo contencioso administrativo.  

 

En el presente caso, la convocante LUZ ENITH ORTEGA VALIENTE reclama el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de su asignación de retiro como integrante 

de la Policía Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre derechos de 

carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo conciliatorio logrado 
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entre las partes es un asunto de contenido económico, susceptible de conciliación, 

transacción y desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 

prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 

1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19952, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

 
2 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
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Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado3 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20044, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
4 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
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Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decretada por el Consejo de Estado el 

personal de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo 

por homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en 

los Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad 

para adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 

 
“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de intendente y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    
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b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  

 
Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
 
b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 

 

 

Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones  

previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían su 

poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  

efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones de 

retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se liquidarán tomando en 
cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones 
de actividad para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
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49 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo 

legal.  

   

El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que 

regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración Pública, a 

menos que así lo disponga expresamente la ley” (Destaca el Despacho). 

 
 
Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20045, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 

23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 

23.2.3 Subsidio de alimentación. 

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 

23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 

 
5 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 
Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 

sentencia del 6 de septiembre de 2018,  con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 

En sentencia del Consejo de Estado6 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 
privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 
que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 

 
6 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro de la convocante, ya que en efecto se probó la 

omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas computables de 

primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de alimentación desde 

su reconocimiento, pues se muestra evidente con la confrontación efectuada entre la 

liquidación de la asignación de retiro y los anexos del trámite conciliatorio.  

 

En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes 

a dichas partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la 

prescripción trienal prevista en el Decreto 4433 de 2004, pues el cálculo fue efectuado 

desde el 6 de marzo de 2017, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se realizó el 6 de marzo de 2020. Razón por la cual no se advierten 

efectos nocivos para el patrimonio público. 
 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 25 de septiembre de 2020, guarda 

concordancia con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por 
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cuanto: (i) las partes se encontraban debidamente representadas y facultadas para 

conciliar, (ii) se conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el 

medio de control que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo 

probatorio allegado al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la 

obligación cancelada, y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, 

de tal suerte que, se impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre la señora LUZ 

ENITH ORTEGA VALIENTE, identificada con la C.C.  No. 45.489.387 de Cartagena 

y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR ante la Procuraduría 

136 Judicial II Administrativo de Bogotá, plasmado en el acta del 25 de septiembre 

de 2020, correspondiente a la reclamación de reliquidación de la asignación de retiro 

por la omisión del principio de oscilación para las partidas computables de primas 

de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación, por valor neto a 

pagar de tres millones trescientos catorce mil trescientos noventa y tres pesos 

$3.314.393, de acuerdo con lo expuesto en las consideraciones. 
 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
 

TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
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Daf 

03/11/2020 



 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

 
Bogotá D.C., treinta (30) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente núm.  :  11001-33-42-057-2020-00278-00                            
Demandante         :  JOSÉ RAÚL SÁNCHEZ   
Demandado          :   NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - 

EJÉRCITO NACIONAL 
 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Inadmisión  
 

 

A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el 

señor José Raúl Sánchez, por conducto de apoderado judicial, presentó 

demanda contra la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional con 

el fin de que se declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

proveniente del silencio administrativo negativo respecto de la petición 

mediante la que solicitó el reconocimiento y pago de la prima de actividad, de 

conformidad con lo establecido en el Decreto 1794 de 2000.  

 

Examinada la demanda y sus anexos en orden a decidir su admisibilidad, 

aprecia el Despacho que ésta no reúne los requisitos de los artículos 160 a 

167 de la Ley 1437 de 2011, por lo siguiente: 

 

- Requisito de procedibilidad. El demandante no acreditó el cumplimiento 

del requisito de procedibilidad de que trata el numeral 1º del artículo 161 de la 

Ley 1437 de 2011. Por ende, deberá allegar las constancias pertinentes sobre 

el agotamiento de la conciliación extrajudicial respecto a lo pretendido en el 

proceso. 

 

Es preciso señalar que con la demanda se solicitó el decreto de una medida 

cautelar razón por la cual, en criterio del mandatario judicial no era necesario 

acreditar el requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial. 

 

No obstante, de las pretensiones se desprende claramente que se trata de un 

acto de naturaleza particular, de contenido económico, sobre el cual era 

posible llegar a un acuerdo y si bien el demandante solicitó medida cautelar 

de suspensión provisional de los actos demandados, la misma no es de 

carácter patrimonial. 
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Al respecto, el numeral 1 del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, establece 

que la conciliación prejudicial es requisito de procedibilidad para presentar 

demandas en las cuales se formulen pretensiones de nulidad y 

restablecimiento del derecho, así se señala:   

 
 

“[…] ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La 

presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos 

previos en los siguientes casos: 

 
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación 

extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en 

que se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento 

del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 

En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial 

siempre y cuando no se encuentre expresamente prohibida. 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió 

por medios ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento 

previo de conciliación. […]” 

 
 

Ahora bien, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 613 del CGP, no 

es necesario presentar la conciliación prejudicial, en los procesos en los cuales 

se soliciten medidas cautelares de carácter patrimonial, se indica en los 

siguientes términos: 

 
 

“[…] ARTÍCULO 613. AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
EN LOS ASUNTOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS. Cuando se 

solicite conciliación extrajudicial, el peticionario deberá acreditar la 

entrega de copia a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica de la Nación, 

en los mismos términos previstos para el convocado, con el fin de que la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado resuelva sobre su 

intervención o no en el Comité de Conciliación de la entidad convocada, 

así como en la audiencia de conciliación correspondiente. 

 
No será necesario agotar el requisito de procedibilidad en los procesos 

ejecutivos, cualquiera que sea la jurisdicción en la que se adelanten, como 

tampoco en los demás procesos en los que el demandante pida medidas 

cautelares de carácter patrimonial o cuando quien demande sea una 

entidad pública. 

 

Las entidades públicas en los procesos declarativos que se tramitan ante 

la jurisdicción de lo contencioso administrativo contra particulares, 

podrán solicitar las medidas cautelares previstas para los procesos 

declarativos en el Código General del Proceso. […]” (Subrayado dentro del 
texto). 

 

 

Frente a dicha norma el Consejo de Estado, Sección Primera, en providencia 

del 6 de octubre de 2017, proferida dentro del proceso con radicado 25000-

23-41-000-2015-00554-01, C.P. Roberto Augusto Serrato Valdés, precisó que 
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se refiere a medidas de carácter patrimonial, no a las que tengan efectos 

patrimoniales.  

 

Así mismo, sostuvo que el artículo 613 del CGP se refiere a las medidas 

cautelares de carácter patrimonial, es decir aquellas que directa e 

inmediatamente afectan el patrimonio de las personas naturales o jurídicas 

que deben soportarlas, además precisó que:   

 

“La medida cautelar, entonces, debe ser patrimonial, entendiendo 
patrimonial como «[…] relativo al patrimonio […]»1 y patrimonio como «[…] Conjunto de bienes pertenecientes a una persona natural o jurídica, o afectos a un fin, susceptibles de estimación económica […]»2, lo que nos 

lleva a indicar que cuando el artículo 613 del CGP se refiere a las medidas 

cautelares de carácter patrimonial se está refiriendo a medidas que directa 

e inmediatamente afectan el patrimonio de las personas naturales o 

jurídicas que deben soportarlas.  

 

El concepto anterior coincide con la clasificación de las medidas cautelares 

elaborada por un sector de la doctrina, que destaca que dichas medidas 

pueden ser de carácter patrimonial o de carácter personal, entendiendo por 

las primeras «[…] 12.3.1. DE CARÁCTER PATRIMONIAL […] Como su 
nombre lo indica, son aquellas que tienen como propósito primordial la 

afectación de bienes […]»3  

 

Es claro, entonces que, y a manera de ejemplo, el embargo de bienes tiene 

el carácter de medida patrimonial4 en tanto que directamente «[…] sustrae 
del comercio el bien cautelado, de tal suerte que si se llegare a vender un 

bien que soporta un embargo, tal contrato será declarado nulo, de nulidad 

absoluta, por objeto ilícito. En caso de que el bien esté sujeto a registro, y 

sobre él se inscribe un embargo, el correspondiente registrador debe 

abstenerse de registrar cualquier acto de disposición sobre el bien, como 

una venta o una hipoteca […]»5, lo cual no ocurre con la suspensión 
provisional de los efectos de los actos administrativos.  
 

Esta Sala ha resaltado que entre las características principales de la 
suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos 
están «[…] su naturaleza cautelar, temporal y accesoria, tendiente a evitar 
que actos contrarios al ordenamiento jurídico puedan continuar 
surtiendo efectos, mientras se decide de fondo su constitucionalidad o 

legalidad en el proceso en el que se hubiere decretado la medida […]», e 
igualmente ha indicado que su finalidad es la de «[…] «evitar, 
transitoriamente, que el acto administrativo surta efectos jurídicos, en 

virtud de un juzgamiento provisorio del mismo, salvaguardando los 

intereses generales y el Estado de derecho».6 […]»7, lo que claramente 
excluye su patrimonialidad pues su propósito no es afectar el 

 
1 http://dle.rae.es/?id=SBKRsue 
2 http://dle.rae.es/?id=SBOxisN 
3 PELÁEZ HERNANDEZ, Ramón Antonio. ELEMENTOS TEÓRICOS DEL PROCESO. Tomo I Segunda 
Edición. Bogotá: EDICIONES DOCTRINA Y LEY, 2015. Página 470. 
4 PELÁEZ HERNANDEZ, Ramón Antonio. ELEMENTOS TEÓRICOS DEL PROCESO. Tomo I Segunda 
Edición. Bogotá: EDICIONES DOCTRINA Y LEY, 2015. Página 470.  El autor destaca como una medida de 
carácter patrimonial el embargo y secuestro de bienes. 
5 FORERO SILVA, Jorge. MEDIDAS CAUTELARES EN EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. Segunda 
Edición. Bogotá: EDITORIAL TEMIS S.A., 2016. Página 97. 
6 Providencia citada ut supra, Consejero ponente: doctor Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
7 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN PRIMERA, 
Consejera ponente: MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ, Bogotá, D.C., trece (13) de julio de dos mil 
dieciséis (2016), Radicación número: 11001-03-24-000-2014-00704-00, Actor: ANDRÉS GÓMEZ ROLDÁN, 
Demandado: MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO, Referencia: MEDIO DE CONTROL NULIDAD 
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patrimonio de las personas jurídicas o naturales, sino despojar de sus 
efectos, temporalmente, a un acto administrativo que, 
preliminarmente, es considerado contrario al ordenamiento jurídico.  

 

Cuestión diferente es que, indirectamente, la suspensión de los efectos del 

acto administrativo traiga efectos en el patrimonio de las personas 

naturales o jurídicas que la han solicitado o que resultan afectadas con la 

respectiva medida. 

 

Conforme a lo expuesto, es un hecho cierto que el estudio del carácter 

patrimonial de la medida cautelar solicitada con la cual se pretende obviar 

el requisito de procedibilidad de la conciliación administrativa, debe 

realizarse en concreto, conforme lo solicitado en la demanda. Sin embargo, 
esta Sala, por las razones expuestas, encuentra que dicho análisis no 
puede llevarse a cabo cuando se trata de la medida de suspensión 
provisional de los efectos de un acto administrativo, pues la misma no 

tiene una naturaleza patrimonial, como se ha indicado. 
 

(…) 

 

Ahora bien, es claro que la modificación de un criterio jurisprudencial no es 

contraria a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima, 

siempre y cuando esté debidamente justificada, como ocurre con el cambio 

prohijado por la Sala en esta oportunidad.  

 

Esta Sala, entonces, como órgano de cierre en los asuntos de su 
competencia, establece, a manera de jurisprudencia anunciada8, la 
posición consistente en que la suspensión provisional de los efectos de 
los actos administrativos no está incluida dentro de las medidas 

cautelares que permiten, al tenor del artículo 613 del CGP, en procesos 
diferentes a los ejecutivos, acudir directamente a la jurisdicción 
contencioso-administrativa sin agotar el requisito de procedibilidad 
de la conciliación extrajudicial (numeral 1° del artículo 161 del 

CPACA), en la medida en que el precitado artículo del CGP hace 
referencia a las medidas de carácter patrimonial, naturaleza que no 
se encuentra presente en la precitada cautela, conforme se explicó 
líneas atrás. (Destaca el Despacho). 

 

Por lo tanto, es claro que en la demanda de nulidad y restablecimiento del 

derecho que pretenda la nulidad de un acto administrativo, y en la que se 

solicite medida cautelar de suspensión provisional del acto demandado, es 

requisito de procedibilidad agotar la conciliación prejudicial, para acudir a la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, pues esta no es de carácter 

patrimonial. 

 

- Certificación laboral. Con el fin de establecer la competencia para conocer 

de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho de la referencia, es 

 
8La Sala quiere significar que el caso que ocupó su atención, no fue juzgado con fundamento en este nuevo criterio 
que se expone y, por tal virtud, tendrá aplicación sólo a futuro. Sobre el uso de esta figura ver: CONSEJO DE 
ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA. Consejero Ponente: 
Alberto Yepes Barreiro. Sentencia del siete (07) de junio de dos mil dieciséis (2016). Radicación: 11001-03-28-
000-2015-00051-00. Actor: Emiliano Arrieta Monterroza. Demandada: Oneida Rayeth Pinto Pérez – Gobernadora 
de la Guajira.  
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necesario que el demandante allegue certificación de la última unidad de 

prestación de servicios, así mismo indique si actualmente se encuentra activo.  

 

- Individualización de los actos demandados y pretensiones. Resulta 

necesario que la parte actora señale los actos administrativos que se hayan 

pronunciado respecto del reconocimiento y pago de la prima de actividad, ya 

que solo indica la nulidad del acto ficto sin precisar la fecha de la petición, en 

consecuencia, deberá adecuar el escrito de demanda en aras de individualizar 

correctamente las pretensiones, como lo dispone el artículo 163 de la Ley 1437 

de 2011. 

 

- Ajuste medida cautelar. Al respecto, la parte actora deberá analizar los 

actos demandados y confrontarlos con las normas superiores que considere 

vulneradas y además argumentar la solicitud de medida provisional, de 

acuerdo con lo expresado en el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011.  

 

- Ausencia de poder especial para actuar. El profesional del derecho no 

allegó el poder debidamente conferido por la parte demandante, para que 

actúe en su nombre y representación de conformidad con lo establecido en el 

artículo 74 del C.G.P., en el cual deberá individualizar con total precisión los 

actos administrativos objeto de control de legalidad. 

 

- El lugar y dirección de notificaciones, partes, apoderados. Evidencia el 

Juzgado, que el apoderado del demandante, no indicó la dirección de 

notificación del señor José Raúl Sánchez, por lo tanto, deberá precisarla, de 

conformidad con lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 162 del CPACA.   

 

- Anexos de la demanda. El demandante deberá acreditar el envío por medio 

electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, al 

Agente del Ministerio Público delegado ante este Despacho, y al Director de 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

Así las cosas, como quiera que la demanda no reúne los requisitos de 

admisión, en aras de garantizar el derecho de acceso a la administración de 

justicia, el Despacho considera oportuno que la parte demandante corrija los 

defectos señalados, conforme lo dispone el artículo 170 de la Ley 1437 de 

2011, so pena del rechazo de la demanda. 

  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado, 
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RESUELVE: 

 

PRIMERO. INADMITIR la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

presentada por el señor José Raúl Sánchez contra la Nación - Ministerio de 

Defensa - Ejército Nacional, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO. CONCEDER a la parte actora el término de diez (10) días con el 

fin de que realice la corrección indicada en las consideraciones de este 

proveído, so pena del rechazo de su demanda, de conformidad con el artículo 

170 de la Ley 1437 de 2011.  

 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

KGO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

03/11/2020 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., treinta (30) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00285-00                            

Convocante  : SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 
COMERCIO  

Convocado  : ALBA LUCRECIA FLÓREZ CORONEL 

Tema : Reliquidación factores salariales con inclusión de 
la reserva especial del ahorro. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                               . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a resolver sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 138 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre la Superintendencia de Industria y 

Comercio y la señora ALBA LUCRECIA FLÓREZ CORONEL, concerniente a la 

reliquidación y pago de los factores salariales: i) prima de actividad, ii) bonificación 

por recreación y iii) viáticos, con la inclusión de la reserva especial de ahorro. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

La señora ALBA LUCRECIA FLÓREZ CORONEL viene prestando sus servicios a la 

Superintendencia de Industria y Comercio, como Profesional Universitario Código 

2044, Grado 11 de la Planta Global asignado a la Oficina Asesora Jurídica  - Grupo de 

Trabajo de Cobro Coactivo y es beneficiaria del régimen prestacional contenido en el 

Acuerdo 040 de 1991. 
 

El 11 de marzo de 2020, la señora ALBA LUCRECIA FLÓREZ CORONEL solicitó a la 

Superintendencia de Industria y Comercio, la inclusión de la reserva especial del 
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ahorro en la liquidación de la prima de actividad, prima de servicios, prima de 

vacaciones, la bonificación por recreación y los viáticos (fs. 23 a 29).  

 

El 16 de marzo de 2020 la Superintendencia de Industria y Comercio, dio respuesta a 

la solicitud a través del oficio núm. 20-609201, en el que informó a la convocada que 

procedería a realizar la correspondiente liquidación de sus prestaciones con la 

inclusión de la reserva especial del ahorro, para lo cual debería manifestar su 

consenso en los términos allí señalados y, de ser aceptados, elevar conjuntamente 

solicitud de conciliación prejudicial. 

 

El 22 de abril de 2020, la señora ALBA LUCRECIA FLÓREZ CORONEL, aceptó los 

términos planteados por la entidad convocante2, manifestando quedar a la espera de 

la respectiva liquidación para expresar su acuerdo.  

 

El 12 de mayo de 2020, la Superintendencia de Industria y Comercio, mediante el 

oficio No.  20-60920--5-03, convocó a la señora ALBA LUCRECIA FLÓREZ 

CORONEL al trámite de conciliación extrajudicial, con el fin de llegar a un acuerdo 

sobre los efectos contenidos y decididos en respecto del pago de la reliquidación de 

las prestaciones sociales con la inclusión de la reserva especial del ahorro, 

presentando una liquidación por la suma de $2.382.035.oo que fue aceptada por la 

convocada el 14 de mayo de 2020. 

 

La audiencia de conciliación se llevó a cabo el 31 de agosto de 2020, ante la 

Procuraduría 138 Judicial II Administrativo de Bogotá, con acuerdo entre las partes, 

razón por la cual se dispuso su remisión a los Juzgados Administrativos de Bogotá 

(Reparto) para su aprobación. 

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial fueron allegados la totalidad de los 

documentos aludidos en precedencia, así: 

 

- La liquidación efectuada por la Coordinadora del Grupo de Trabajo de 

Administración de Personal de la Superintendencia de Industria y Comercio el 4 de 

 
1 Folio 30. 
2 Folio 32 y 33. 
3 Folio 15 y 16. 
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mayo de 2020, sobre los factores salariales adeudados por prima de actividad 

bonificación por recreación y viáticos, con la inclusión del porcentaje de la reserva 

especial del ahorro para el período comprendido entre el 11 de marzo de 2017 al 

11 de marzo de 2020, arrojando la suma de $2.382.035.oo (fl. 36). 

 

- La petición de 11 de marzo de 2020, a través de la cual, la señora ALBA LUCRECIA 

FLÓREZ CORONEL, solicitó al Superintendente de Industria y Comercio el 

reconocimiento y pago de la diferencias salariales generadas por la no inclusión de 

la reserva especial del ahorro en la liquidación de la prima de actividad, la 

bonificación por recreación y los viáticos (fs. 23 a 29). 

 

- El oficio núm. 20-60920 de 16 de marzo de 2020, por el cual, la Secretaría General 

de la Superintendencia de Industria y Comercio, planteó a la convocada los 

términos de la conciliación (fl. 30). 

 

- Escritos de 22 de abril  y 14 de mayo de 2020, por los cuales la señora ALBA 

LUCRECIA FLÓREZ CORONEL, manifestó a la Secretaría General de la 

Superintendencia de Industria y Comercio estar de acuerdo con los términos de la 

conciliación y la respectiva liquidación a fin de adelantar los trámites pertinentes 

ante la Procuraduría General de la Nación (fls. 33 y 39). 

 

- Certificación expedida el 1 de julio de 2020 por la Secretaría Técnica del Comité de 

Conciliación y Defensa Judicial de la Superintendencia de Industria y Comercio, a 

través de la cual informa que decidió conciliar las pretensiones de ALBA LUCRECIA 

FLÓREZ CORONEL, en cuantía de $2.382.035.oo (fs. 16 y 17).  

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, contenido en el acta de 31 de 

agosto de 2020 (fl. 53 a 56), se concretó en los siguientes términos: 

  

“…2.3. DECIDE 2.3.1. CONCILIAR la reliquidación de algunas prestaciones 
sociales consistentes en: PRIMA DE ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR 
RECREACIÓN Y VIÁTICOS, teniendo en cuenta para ello, la RESERVA 
ESPECIAL DE AHORRO, lo anterior, bajo las siguientes condiciones: 2.3.1.1. 
Que el convocado(a) desista de los intereses e indexación correspondientes a 
la prima de actividad, bonificación por recreación y viáticos, así como también 
de los periodos que se relacionan. 2.3.1.2. Que el convocado(a) renunciará a 
iniciar acción legal en contra de la SIC basada en los mismos hechos que dieron 
origen a la audiencia de conciliación, las anteriores pretensiones y otras que den 
origen a alguna acción legal, deberán ser desistidas por el convocado(a). 
2.3.1.3. Que la SIC con base en las diferentes sentencias en firme en contra de 
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la misma, donde reconoce que la SIC debe liquidar la prima de actividad, 
bonificación por recreación y viáticos, reconoce el valor económico a que tenga 
derecho el convocado por los últimos tres años dejados de percibir, conforme a 
la liquidación pertinente. 2.3.1.4. Que en el evento que se concilie, la 
Superintendencia de Industria y Comercio pagará los factores reconocidos en la 
presente audiencia de conciliación, dentro de los setenta (70) días siguientes a 
la aprobación del Juez Administrativo y a que la parte convocada presente ante 
la Entidad toda la documentación necesaria para adelantar el trámite requerido. 
2.4. CONCILIAR la reliquidación de las prestaciones enunciadas en el punto 
anterior, frente al funcionario o ex funcionario quien presentó solicitud ante esta 
Entidad, por el periodo y valor que se liquidó en su oportunidad. Las sumas 
conciliadas al igual que los períodos se encuentran en la tabla uno del presente 
documento. TERCERO. En consecuencia, se le solicita al señor Procurador, 
tener la presente certificación expedida como base para la solicitud presentada 
por el apoderado designado para los efectos y como base para la audiencia de 
conciliación que programe su Despacho. Se expide esta certificación el primer 
(01) días del mes de julio del año 2020. (….).” 
 

 
 
Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó la certificación expedida 

por la Secretaria Técnica del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la 

Superintendencia de Industria y Comercio, a través de la cual informa que decidió 

conciliar las pretensiones de ALBA LUCRECIA FLÓREZ CORONEL, en cuantía de 

$2.382.035.oo 

 
La convocada ALBA LUCRECIA FLÓREZ CORONEL, manifestó la aceptación en los 

siguientes términos:  

 

(…)una vez revisada la formula presentada, estoy de acuerdo con los puntos 

presentados.(…) 

 

El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 138 Judicial II para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 31 de agosto de 2020, entre la Superintendencia de Industria y 
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Comercio y la señora ALBA LUCRECIA FLÓREZ CORONEL, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 
contencioso administrativo 
 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr, 

cuando a ello hubiere lugar, un acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción 

contencioso administrativa, o en su defecto, servir como requisito de procedibilidad 

para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante ni hacen 

tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el Juez o 

Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, de 

acuerdo a lo previsto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad y los pronunciamientos del Consejo de Estado4 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes. 
 

Se encuentra demostrado que la Superintendencia de Industria y Comercio fue 

debidamente representada por funcionaria especialmente delegada, quien confirió 

poder con expresas facultades para conciliar, que, a su vez, lo sustituyó con las 

mismas facultades del mandato original.  

 

A su vez, la señora ALBA LUCRECIA FLÓREZ CORONEL titular del derecho 
conciliado compareció en nombre propio.  
 
En consecuencia, es claro para el despacho que se cumple con el presupuesto 
concerniente a la debida representación de las partes. 
 

3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

Al expediente se allegó certificación laboral expedida por la Coordinadora del Grupo 

de Trabajo de  Administración de Personal de la Superintendencia de Industria y 

Comercio el día 27 de mayo de 2020, copia del acto administrativo de 

nombramiento y acta de posesión de la señora ALBA LUCRECIA FLÓREZ 

CORONEL de los que se desprende que el convocado viene laborando en forma 

ininterrumpida para la entidad convocante desde el 2 de julio de 2013, y 

actualmente en el empleo de Profesional Universitario Código 2044 grado 11 de la 
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planta global asignado a la Oficina Asesora Jurídica – Grupo de Trabajo de Cobro 

Coactivo de la ciudad de Bogotá. 

 

Por lo anterior, es dable concluir que la Procuraduría 138 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, tenía competencia para adelantar la conciliación 

presentada por la Superintendencia de Industria y Comercio.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 el cual fue modificado por el artículo 

70 de la Ley 446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita 

a los aspectos de contenido económico en lo contencioso administrativo.  

 

En el presente caso, la Superintendencia de Industria y Comercio propuso el 

reajuste y pago de las prestaciones sociales de la convocada con la inclusión de la 

reserva especial del ahorro, por lo tanto, es evidente que versa sobre derechos de 

carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo conciliatorio logrado 

entre las partes es un asunto de contenido económico, susceptible de conciliación, 

transacción y desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control. 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 

prestaciones periódicas, y dada la vigencia de la vinculación de la convocada para la 

fecha de presentación de la solicitud, la interesada podía reclamar los derechos 

laborales dentro de los términos establecidos por la Ley. 

 

3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público. 

 

.- De la reserva especial del ahorro 

 

La reserva especial del ahorro fue creada a través del Acuerdo núm. 003 de 17 de julio 

de 1998, expedido por la “Corporación de empleados de la Superintendencia de 

Industria y Comercio “CORPORANÓNIMAS”, como una contribución al fondo de 
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empleados para estimular el ahorro de sus afiliados forzosos en una suma equivalente 

al 65% del sueldo básico.  

 

Posteriormente, CORPORANÓNIMAS expidió el Acuerdo núm. 040 del 13 de 

noviembre de 1991, por medio del cual reguló el reconocimiento y pago de las 

prestaciones sociales, económicas y médico-asistenciales de sus afiliados, en su 

artículo 58, incluyó la reserva especial del ahorro en los siguientes términos: 

 

(…): Corporanónimas contribuirá al Fondo de Empleados de la Superintendencia y 
Corporanónimas, entidad con Personería Jurídica reconocida por la Superintendencia 
Nacional de Cooperativas. Para tal fin pagará mensualmente a sus afiliados 
forzosos una suma equivalente al sesenta y cinco por ciento (65%) del sueldo 
básico, la prima de antigüedad, prima técnica y gastos de representación; de este 
porcentaje entregará Corporanónimas directamente al Fondo el quince por ciento 
(15%), previa deducción de la cotización que sea del caso por concepto de la afiliación 
de los beneficiarlos. Los afiliados forzosos contribuirán mensualmente al Fondo con 
el cinco por ciento (5%) de las asignaciones básicas mensuales fijadas por la ley 
(...)”(subrayado por el despacho) 

 

Con el Decreto 1695 de 1997, se ordenó la supresión y liquidación de 

CORPORANÓNIMAS, en cuanto al pago de las prestaciones económicas 

reconocidas por los Decretos 2739 de 1991, 2156 de 1992, 2621 de 1993, 1080 de 

1996 y el Acuerdo 040 de 1991, dicha normativa en su artículo 125 estableció, que 

los beneficios económicos de prestaciones reconocidas a favor de los empleados 

de las superintendencias afiliadas con anterioridad a la supresión de la Corporación, 

en adelante estarían a cargo de cada superintendencia, dejando a salvo los 

beneficios económicos reconocidos a los empleados, entre los cuales se encontraba 

la reserva especial del ahorro. 

 

En cuanto al carácter salarial de la reserva especial del ahorro, el Consejo de 

Estado6 afirmó que “se trata de salario y no de una prestación social a título de 

complemento para satisfacer las necesidades del empleado o su familia; es decir, 

forma parte de la asignación mensual que devengaba el actor”. Además de ello 

indicó “Constituyendo salario ese 65% pagado mensualmente al empleado por 

CORPORANONIMAS, ha debido tenérsele en cuenta para liquidarle la 

indemnización, pues equivale a asignación básica mensual” . 

 
5 ARTÍCULO 12. El pago de los beneficios económicos del régimen especial de prestaciones económicas de los empleados 
de las Superintendencias afiliadas a Corporanónimas, contenido en los Decretos 2739 de 1991, 2156 de 1992, 2621 de 1993, 
1080 de 1996 y el Acuerdo 040 de 1991 de la Junta Directiva de Corporanónimas, en adelante estará a cargo de dichas 
superintendencias, respecto de sus empleados, para lo cual en cada vigencia fiscal se apropiarán las partidas presupuestales 
necesarias en cada una de ellas, en los mismos términos establecidos en las disposiciones mencionadas en el presente 
artículo. 
6 Consejo de Estado, sentencia del 31 de julio de 1997, CP. Clara Forero de Castro. 
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La anterior posición ha sido reiterada por el Consejo de Estado, en sentencia de 30 de 

abril de 20087, en donde manifestó: 

 

“(…) Como lo ha planteado la Corporación en numerosas  oportunidades, tal 
como lo precisa el artículo 127 del C. S del T. “Constituye salario no solo la 
remuneración fija u ordinaria, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o 
en especie y que implique retribución de servicios, sea cualquiera la 
denominación que se adopte.(…)”. 
(…) 
Significa lo anterior que no obstante el 65% del salario se haya denominado 
reserva especial de ahorro, como no se ha probado que el pago de esta suma 
tenga causa distinta a la del servicio que presta el funcionario e indudablemente 
es factor salarial , “forzoso es concluir que se trata de salario y no de una 
prestación social a título de complemento para satisfacer las necesidades del 
empleado o su familia; es decir, forma parte de la asignación mensual que 
devengaba la actora”, como se sostuvo en la aludida providencia del 31 de julio 
de 1997.”:  
 
En este orden de ideas, atendiendo la pauta jurisprudencial enunciada, forzoso 
es concluir que, en efecto, el 65% pagado en forma mensual al actor constituye 
salario y forma parte de la asignación básica mensual.(…) 

 

Atendiendo los anteriores criterios jurisprudenciales y la normativa aplicable al 

presente caso, es de concluir: (i) la reserva especial del ahorro constituye factor 

salarial y forma parte de la asignación básica devengada por los empleados de las 

superintendencias que estuvieron afiliadas a CORPORANONIMAS, (ii) dicho factor 

salarial debe ser tenido en cuenta al momento de liquidar las prestaciones sociales 

y (iii) su pago estará a cargo de la superintendencia a la que se encuentren 

vinculados. 
 

Acreditados los supuestos fácticos y jurídicos en que se apoya la solicitud, el 

Despacho concluye que le asiste razón a la entidad convocante al reconocer y pagar, 

a favor de la señora ALBA LUCRECIA FLÓREZ CORONEL, las diferencias 

resultantes de la liquidación de sus prestaciones sociales con la inclusión del 

porcentaje de la reserva especial del ahorro, toda vez que como se demostró, dichos 

factores salariales fueron devengados por la convocada, como se encuentra 

acreditado con la liquidación aportada como anexo de la solicitud por parte de la 

entidad convocante. 

 

En cuanto a las diferencias a pagar, se encuentra que dicha obligación tuvo en cuenta 

la prescripción trienal prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, pues la 

 
7 Consejo de Estado - Sección Segunda Subsección “B”, Sentencia del 30 de abril de 2008 M.P Jesús María Lemos 
Bustamante. 
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cancelación de dichas sumas se realizará a partir del 11 de marzo de 2017, dado que 

la petición de reliquidación en sede administrativa se realizó el 11 de marzo de 2020. 
 

Bajo tales planteamientos, el Despacho encuentra elementos de juicio suficientes para 

determinar que el acuerdo conciliatorio se encuentra conforme a derecho y atiende los 

criterios jurisprudenciales aplicables, por cuanto la reserva especial del ahorro 

constituye factor salarial, y como tal, debe ser incluida como ingreso base de 

liquidación, al liquidar la Prima de Actividad, Bonificación por Recreación y Viáticos y 

además, su pago no resulta lesivo para el patrimonio público. 
 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta de 31 de agosto de 2020, guarda concordancia 

con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por cuanto: (i) las partes 

se encontraban debidamente representadas y facultadas para conciliar, (ii) se 

conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el medio de control 

que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo probatorio allegado 

al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la obligación cancelada, 

y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, de tal suerte que, se 

impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre la 

Superintendencia de Industria y Comercio y la señora ALBA LUCRECIA FLÓREZ 

CORONEL, identificada con la c.c. No. 52.819.759 de Bogotá, ante la Procuraduría 

138 Judicial II Administrativo de Bogotá, y que consta en el acta de 31 de agosto de 

2020, por valor de dos millones trescientos ochenta y dos mil treinta y cinco pesos 

$2.382.035, correspondientes a la inclusión de la reserva especial del ahorro en los 

factores de prima de actividad, bonificación por recreación y viáticos, de acuerdo 

con lo expuesto en las consideraciones. 
 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
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TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.-  Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  
 

Por Secretaría, dispóngase lo pertinente. 
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
daf 

 

03/11/2020 



 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

 
Bogotá D.C., treinta (30) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente núm.  :  11001-33-42-057-2020-00290-00                            
Demandante         :  JORGE ORTIZ BARRETO  
Demandado          :   NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - 

EJÉRCITO NACIONAL 
 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Inadmisión  
 

 

A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el 

señor Jorge Ortiz Barreto, por conducto de apoderado judicial, presentó 

demanda contra la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional con 

el fin de que se declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

proveniente del silencio administrativo negativo respecto de la petición 

mediante la que solicitó el reconocimiento y pago del reajuste salarial del 20%, 

subsidio familiar y prima de actividad, de conformidad con lo establecido en el 

Decreto 1794 de 2000.  

 

Examinada la demanda y sus anexos en orden a decidir su admisibilidad, 

aprecia el Despacho que ésta no reúne los requisitos de los artículos 160 a 

167 de la Ley 1437 de 2011, por lo siguiente: 

 

- Requisito de procedibilidad. El demandante no acreditó el cumplimiento 

del requisito de procedibilidad de que trata el numeral 1º del artículo 161 de la 

Ley 1437 de 2011. Por ende, deberá allegar las constancias pertinentes sobre 

el agotamiento de la conciliación extrajudicial respecto a lo pretendido en el 

proceso. 

 

Es preciso señalar que con la demanda se solicitó el decreto de una medida 

cautelar razón por la cual, en criterio del mandatario judicial no era necesario 

acreditar el requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial. 

 

No obstante, de las pretensiones se desprende claramente que se trata de un 

acto de naturaleza particular, de contenido económico, sobre el cual era 

posible llegar a un acuerdo y si bien el demandante solicitó medida cautelar 
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de suspensión provisional de los actos demandados, la misma no es de 

carácter patrimonial. 

 

Al respecto, el numeral 1 del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, establece 

que la conciliación prejudicial es requisito de procedibilidad para presentar 

demandas en las cuales se formulen pretensiones de nulidad y 

restablecimiento del derecho, así se señala:   

 
 

“[…] ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La 

presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos 

previos en los siguientes casos: 

 
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación 

extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en 

que se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento 

del derecho, reparación directa y controversias contractuales. 

En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial 

siempre y cuando no se encuentre expresamente prohibida. 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió 

por medios ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento 

previo de conciliación. […]” 

 
 

Ahora bien, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 613 del CGP, no 

es necesario presentar la conciliación prejudicial, en los procesos en los cuales 

se soliciten medidas cautelares de carácter patrimonial, se indica en los 

siguientes términos: 

 
 

“[…] ARTÍCULO 613. AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
EN LOS ASUNTOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS. Cuando se 

solicite conciliación extrajudicial, el peticionario deberá acreditar la 

entrega de copia a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica de la Nación, 

en los mismos términos previstos para el convocado, con el fin de que la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado resuelva sobre su 

intervención o no en el Comité de Conciliación de la entidad convocada, 

así como en la audiencia de conciliación correspondiente. 

 
No será necesario agotar el requisito de procedibilidad en los procesos 

ejecutivos, cualquiera que sea la jurisdicción en la que se adelanten, como 

tampoco en los demás procesos en los que el demandante pida medidas 

cautelares de carácter patrimonial o cuando quien demande sea una 

entidad pública. 

 

Las entidades públicas en los procesos declarativos que se tramitan ante 

la jurisdicción de lo contencioso administrativo contra particulares, 

podrán solicitar las medidas cautelares previstas para los procesos declarativos en el Código General del Proceso. […]” (Subrayado dentro del 
texto). 
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Frente a dicha norma el Consejo de Estado, Sección Primera, en providencia 

del 6 de octubre de 2017, proferida dentro del proceso con radicado 25000-

23-41-000-2015-00554-01, C.P. Roberto Augusto Serrato Valdés, precisó que 

se refiere a medidas de carácter patrimonial, no a las que tengan efectos 

patrimoniales.  

 

Así mismo, sostuvo que el artículo 613 del CGP se refiere a las medidas 

cautelares de carácter patrimonial, es decir aquellas que directa e 

inmediatamente afectan el patrimonio de las personas naturales o jurídicas 

que deben soportarlas, además precisó que:   

 

“La medida cautelar, entonces, debe ser patrimonial, entendiendo 
patrimonial como «[…] relativo al patrimonio […]»1 y patrimonio como «[…] Conjunto de bienes pertenecientes a una persona natural o jurídica, o afectos a un fin, susceptibles de estimación económica […]»2, lo que nos 

lleva a indicar que cuando el artículo 613 del CGP se refiere a las medidas 

cautelares de carácter patrimonial se está refiriendo a medidas que directa 

e inmediatamente afectan el patrimonio de las personas naturales o 

jurídicas que deben soportarlas.  

 

El concepto anterior coincide con la clasificación de las medidas cautelares 

elaborada por un sector de la doctrina, que destaca que dichas medidas 

pueden ser de carácter patrimonial o de carácter personal, entendiendo por 

las primeras «[…] 12.3.1. DE CARÁCTER PATRIMONIAL […] Como su 
nombre lo indica, son aquellas que tienen como propósito primordial la 

afectación de bienes […]»3  

 

Es claro, entonces que, y a manera de ejemplo, el embargo de bienes tiene 

el carácter de medida patrimonial4 en tanto que directamente «[…] sustrae 
del comercio el bien cautelado, de tal suerte que si se llegare a vender un 

bien que soporta un embargo, tal contrato será declarado nulo, de nulidad 

absoluta, por objeto ilícito. En caso de que el bien esté sujeto a registro, y 

sobre él se inscribe un embargo, el correspondiente registrador debe 

abstenerse de registrar cualquier acto de disposición sobre el bien, como 

una venta o una hipoteca […]»5, lo cual no ocurre con la suspensión 
provisional de los efectos de los actos administrativos.  

 

Esta Sala ha resaltado que entre las características principales de la 
suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos 
están «[…] su naturaleza cautelar, temporal y accesoria, tendiente a evitar 
que actos contrarios al ordenamiento jurídico puedan continuar 
surtiendo efectos, mientras se decide de fondo su constitucionalidad o 

legalidad en el proceso en el que se hubiere decretado la medida […]», e 
igualmente ha indicado que su finalidad es la de «[…] «evitar, 
transitoriamente, que el acto administrativo surta efectos jurídicos, en 

virtud de un juzgamiento provisorio del mismo, salvaguardando los 

 
1 http://dle.rae.es/?id=SBKRsue 
2 http://dle.rae.es/?id=SBOxisN 
3 PELÁEZ HERNANDEZ, Ramón Antonio. ELEMENTOS TEÓRICOS DEL PROCESO. Tomo I Segunda 
Edición. Bogotá: EDICIONES DOCTRINA Y LEY, 2015. Página 470. 
4 PELÁEZ HERNANDEZ, Ramón Antonio. ELEMENTOS TEÓRICOS DEL PROCESO. Tomo I Segunda 
Edición. Bogotá: EDICIONES DOCTRINA Y LEY, 2015. Página 470.  El autor destaca como una medida de 
carácter patrimonial el embargo y secuestro de bienes. 
5 FORERO SILVA, Jorge. MEDIDAS CAUTELARES EN EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. Segunda 
Edición. Bogotá: EDITORIAL TEMIS S.A., 2016. Página 97. 
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intereses generales y el Estado de derecho».6 […]»7, lo que claramente 
excluye su patrimonialidad pues su propósito no es afectar el 
patrimonio de las personas jurídicas o naturales, sino despojar de sus 
efectos, temporalmente, a un acto administrativo que, 

preliminarmente, es considerado contrario al ordenamiento jurídico.  

 

Cuestión diferente es que, indirectamente, la suspensión de los efectos del 

acto administrativo traiga efectos en el patrimonio de las personas 

naturales o jurídicas que la han solicitado o que resultan afectadas con la 

respectiva medida. 

 

Conforme a lo expuesto, es un hecho cierto que el estudio del carácter 

patrimonial de la medida cautelar solicitada con la cual se pretende obviar 

el requisito de procedibilidad de la conciliación administrativa, debe 

realizarse en concreto, conforme lo solicitado en la demanda. Sin embargo, 
esta Sala, por las razones expuestas, encuentra que dicho análisis no 

puede llevarse a cabo cuando se trata de la medida de suspensión 
provisional de los efectos de un acto administrativo, pues la misma no 
tiene una naturaleza patrimonial, como se ha indicado. 
 

(…) 

 

Ahora bien, es claro que la modificación de un criterio jurisprudencial no es 

contraria a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima, 

siempre y cuando esté debidamente justificada, como ocurre con el cambio 

prohijado por la Sala en esta oportunidad.  

 

Esta Sala, entonces, como órgano de cierre en los asuntos de su 
competencia, establece, a manera de jurisprudencia anunciada8, la 

posición consistente en que la suspensión provisional de los efectos de 
los actos administrativos no está incluida dentro de las medidas 
cautelares que permiten, al tenor del artículo 613 del CGP, en procesos 
diferentes a los ejecutivos, acudir directamente a la jurisdicción 

contencioso-administrativa sin agotar el requisito de procedibilidad 
de la conciliación extrajudicial (numeral 1° del artículo 161 del 
CPACA), en la medida en que el precitado artículo del CGP hace 
referencia a las medidas de carácter patrimonial, naturaleza que no 
se encuentra presente en la precitada cautela, conforme se explicó 

líneas atrás. (Destaca el Despacho). 

 

Por lo tanto, es claro que en la demanda de nulidad y restablecimiento del 

derecho que pretenda la nulidad de un acto administrativo, y en la que se 

solicite medida cautelar de suspensión provisional del acto demandado, es 

requisito de procedibilidad agotar la conciliación prejudicial, para acudir a la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, pues esta no es de carácter 

patrimonial. 

 
6 Providencia citada ut supra, Consejero ponente: doctor Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
7 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN PRIMERA, 
Consejera ponente: MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ, Bogotá, D.C., trece (13) de julio de dos mil 
dieciséis (2016), Radicación número: 11001-03-24-000-2014-00704-00, Actor: ANDRÉS GÓMEZ ROLDÁN, 
Demandado: MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO, Referencia: MEDIO DE CONTROL NULIDAD 
8La Sala quiere significar que el caso que ocupó su atención, no fue juzgado con fundamento en este nuevo criterio 
que se expone y, por tal virtud, tendrá aplicación sólo a futuro. Sobre el uso de esta figura ver: CONSEJO DE 
ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA. Consejero Ponente: 
Alberto Yepes Barreiro. Sentencia del siete (07) de junio de dos mil dieciséis (2016). Radicación: 11001-03-28-
000-2015-00051-00. Actor: Emiliano Arrieta Monterroza. Demandada: Oneida Rayeth Pinto Pérez – Gobernadora 
de la Guajira.  
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- Certificación laboral. Con el fin de establecer la competencia para conocer 

de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho de la referencia, es 

necesario que el demandante allegue certificación de la última unidad de 

prestación de servicios, así mismo indique si actualmente se encuentra activo.  

 

- Individualización de los actos demandados y pretensiones. Resulta 

necesario que la parte actora señale los actos administrativos que se hayan 

pronunciado respecto del reconocimiento y pago de la prima de actividad, 

subsidio familiar, y reajuste salarial del 20%, ya que solo indica la nulidad del 

acto ficto sin precisar la petición, además en el expediente reposa el oficio 

20183131332691  del 13 de julio de 2018 que resolvió una solicitud con 

referencia V3BADQJ184, en consecuencia, deberá adecuar el escrito de 

demanda en aras de individualizar correctamente las pretensiones, como lo 

dispone el artículo 163 de la Ley 1437 de 2011. 

 

- Ajuste medida cautelar. Al respecto, la parte actora deberá analizar los 

actos demandados y confrontarlos con las normas superiores que considere 

vulneradas y además argumentar la solicitud de medida provisional, de 

acuerdo con lo expresado en el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011.  

 

- Ausencia de poder especial para actuar. El profesional del derecho no 

allegó el poder debidamente conferido por la parte demandante, para que 

actúe en su nombre y representación de conformidad con lo establecido en el 

artículo 74 del C.G.P., en el cual deberá individualizar con total precisión los 

actos administrativos objeto de control de legalidad. 

 

- El lugar y dirección de notificaciones, partes, apoderados. Evidencia el 

Juzgado, que el apoderado del demandante, no indicó la dirección de 

notificación del señor Jorge Ortiz Barreto, por lo tanto, deberá precisarla, de 

conformidad con lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 162 del CPACA.   

 

- Anexos de la demanda. El demandante deberá acreditar el envío por medio 

electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, al 

Agente del Ministerio Público delegado ante este Despacho, y al Director de 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

Así las cosas, como quiera que la demanda no reúne los requisitos de 

admisión, en aras de garantizar el derecho de acceso a la administración de 

justicia, el Despacho considera oportuno que la parte demandante corrija los 
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defectos señalados, conforme lo dispone el artículo 170 de la Ley 1437 de 

2011, so pena del rechazo de la demanda. 

  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. INADMITIR la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

presentada por el señor Jorge Ortiz Barreto contra la Nación - Ministerio de 

Defensa - Ejército Nacional, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO. CONCEDER a la parte actora el término de diez (10) días con el 

fin de que realice la corrección indicada en las consideraciones de este 

proveído, so pena del rechazo de su demanda, de conformidad con el artículo 

170 de la Ley 1437 de 2011.  

 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

KGO 

 

 

03/11/2020 


